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                                                   Acción de tutela segunda instancia

    
                                    Dte.: CLAUDIA PATRICIA 

                              SALAZAR GRISALES

                              Rad.: 2009-00610

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL SALA  DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA 

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Octubre trece del año dos mil nueve. 
Acta No. 533 de octubre 13 del año 2009.




Expediente 66001-31-10-003-2009-00610-01





Se resuelven las impugnaciones presentadas por la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA y la EPS-S CAPRECOM, contra la sentencia proferida el primero de septiembre del presente año por el JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE PEREIRA, RISARALDA, dentro de la ACCION DE TUTELA promovida por CLAUDIA PATRICIA SALAZAR GRISALES, actuando a nombre propio, en contra de la EPS-S nombrada y a la que fue vinculada la entidad del orden departamental. 




I. ANTECEDENTES :




Pretende la actora que se le protejan sus derechos constitucionales fundamentales a la salud, a la seguridad social, a la igualdad, a la integridad personal, a la vida, a la vida digna, al mínimo vital y a la prevalencia de los derechos de los niños sobre los demás, que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido la EPS-S CAPRECOM, la cual se niega a autorizarle el medicamento “coumadín” y un “ecocardiograma”.
Esboza, en resumen, que es separada, madre de dos hijos menores de edad, ama de casa y que depende económicamente de la mesada que le cancela el programa “familias en acción” por ser desplazada por la violencia, y de la caridad de sus vecinos y amigos. Además, expresa que sufrió un derrame cerebral, por lo que ha venido en continuo tratamiento y en razón a esto, le ordenaron una cirugía cardiovascular, la cual no le han podido realizar porque está pendiente de que se le autoricen los procedimientos aquí solicitados. 




Mediante proveído de fecha diecinueve de agosto del dos mil nueve se admitió la acción de tutela. En tiempo oportuno la accionada dio respuesta a la petición, aduciendo que a la actora se le han realizado todos los procedimientos que se encuentran dentro del P.O.S.-S, pero como los que pide por este medio no están incluidos en él, su cubrimiento le corresponde a la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA. Pidió que se vinculara a ésta al trámite de tutela, lo cual se hizo con decisión del veinticuatro de agosto del año que avanza. Por fuera del límite concedido, anexó memorial. 
El juzgado decidió conceder el amparo porque consideró, con apoyo en jurisprudencia de la Corte Constitucional, que se le estaba violando a la señora CLAUDIA PATRICIA SALAZAR GRISALES el derecho a la salud, el cual es fundamental de manera autónoma. En consecuencia, le ordenó a la entidad promotora de salud subsidiada que procediera, de manera inmediata, a autorizarle a ésta la realización del “ecocardiograma”; el suministro del medicamento “coumadín” dentro de los dos días siguientes a la notificación del fallo y la realización del tratamiento integral posterior que se desprenda de la patología que la afecta. Autorizó a la EPS-S CAPRECOM para que repitiera contra la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA por los gastos en que incurriera en el suministro de la droga en un cincuenta por ciento (50%), sin que lo hiciera en relación con el “Ecocardiograma”. 
Contra dicho fallo presentaron, oportunamente,  impugnación la E.P.S.-S CAPRECOM y la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA solicitando, la primera, que se modifique el fallo en el sentido de que lo pedido por la usuaria es un evento no P.O.S.-s y, por consiguiente, se ordene a la Secretaría accionada autorizar lo pedido por la accionante y la exonere de toda responsabilidad; en cuanto a la segunda, solicita que se modifique la interpretación, contenido y sustento del artículo tercero de la parte resolutiva de la sentencia, en lo relacionado con que la entidad CAPRECOM, deberá repetir por los gastos en que incurra ante el Fondo de Solidaridad y Garantías en Salud FOSYGA y no ante la Secretaría.
Se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA :





Del escrito de tutela se desprende que los derechos fundamentales que la accionante considera que se le están vulnerando son el de la salud, la seguridad social, la dignidad humana y la vida, amparados por la Constitución Nacional en los artículos 49, 48, 1 y 11, respectivamente.





Las recurrentes no presentan ninguna inconformidad con la protección de los derechos concedidos por la juez a-quo; centra su alegato CAPRECOM aduciendo que es la SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA la obligada a autorizar lo pedido por la accionante, toda vez que es un evento no P.O.S.-S; y la entidad departamental, argumenta que el recobro que debe realizar la EPS-S, debe ser al FOSYGA y no a dicha Secretaría.
Los procedimientos que necesita la peticionaria son: un examen denominado “ecocardiograma” y el medicamento “coumadín” para la enfermedad cardiovascular que la afecta. Importa entonces determinar si tanto aquél como éste se encuentran incluidos dentro del listado del P.O.S.-S.

Revisado el Acuerdo 306 de 2005 que lo contiene, se infiere que el examen “Ecocardiograma” que necesita la actora, contrario a lo que expone la EPS-S, sí se encuentra dentro del Plan Obligatorio de Salud Subsidiado, y así se observa cuando en el numeral 3.1 del artículo 3º que prevé como contenidos de dicho plan, en cuanto a las atenciones de alto costo, los “casos de pacientes con diagnóstico de enfermedades cardiacas, de aorta torácica y abdominal, vena cava, vasos pulmonares y renales, de cualquier etiología y en cualquier grupo de edad que requieran atención quirúrgica, incluyendo actividades y procedimientos de Cardiología y Hemodinamia para diagnóstico, control y tratamiento en los casos que se requieran, así como la atención hospitalaria de los casos de infarto agudo de miocardio.”

En efecto, es un examen ordenado por especialista en cardiología, por lo que el procedimiento solicitado, como se dijo antes, sí está dentro del POS-S, pues, sin lugar a dudas, se trata de una paciente con diagnóstico de enfermedad cardiaca y por lo mismo es la entidad promotora de salud la competente para la realización del examen, sin que los argumentos expuestos por ella orienten de manera diferente la presente decisión pues se dedica exclusivamente a suponer, sin ninguna base sólida, que el procedimiento se encuentra por fuera de dicho plan. 
Y, como el procedimiento solicitado se encuentra dentro de dicho listado, acertó el a-quo en ordenar que no había lugar al recobro por este concepto. 
Ahora bien, en relación con el medicamento “coumadín”, se observa que no hace parte de la cobertura, pues a pesar de que el mismo numeral 3.1 preceptúa que cuando se trata de estos eventos, la fase preoperatoria –caso de la peticionaria- sólo incluye “las actividades, procedimientos e intervenciones de complementación diagnóstica necesarias para la determinación de riesgos quirúrgicos y/o anestésicos” sin contener los fármacos. Por lo tanto, se debe acudir al artículo 31 del  Decreto 806 de 1998 y a las Leyes 715 de 2001 y 1122 de 2007, artículos 43 y 20, en su orden. La obligación de prestar el servicio, en consecuencia, está en cabeza de las entidades territoriales por intermedio de las instituciones con las que tengan contratados servicios.  
Ahora, no obstante la conclusión anterior, en ocasiones esta Sala le ha ordenado a las empresas promotoras de salud del régimen subsidiado, prestar servicios médicos excluidos del POS-S, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional, cuando el sujeto que reclama sea uno de especial protección o cuando la urgencia del servicio sea tal que, en virtud del principio de la continuidad, exigirle al afectado que agote los trámites ante la entidad territorial, constituye un requerimiento demasiado gravoso
. 
En el sub lite, se trata de una paciente que, de acuerdo con los documentos que reposan en el expediente, ha sido tratada desde hace varios meses por diferentes profesionales de la salud, por lo que, siguiendo con los lineamientos de nuestro máximo órgano constitucional, se le debe dar continuidad en el servicio médico. Ordenarle a la  entidad departamental que autorice el medicamento, por intermedio de las entidades públicas o privadas con las cuales haya celebrado contrato, constituye un trámite administrativo  que afecta sus derechos que, por ser constitucionales fundamentales, requieren de protección inmediata. Por tanto, acertó también el juez de instancia al ordenarle a la EPS-S CAPRECOM que le autorizara la droga, con el correspondiente recobro ante la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA en un cincuenta por ciento (50%), ya que no existe constancia de que se haya sometido la petición a  estudio del comité técnico científico. Esto, en aplicación del literal j) del artículo 14 de la Ley 1122 de 2007, el cual fue declarado exequible por la Corte Constitucional en las sentencias C-316 de 2008 y C-463 de igual año. 
Como consecuencia lógica de lo analizado, no tienen fundamento jurídico los argumentos expuestos por la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA en cuanto a que el recobro debe ser ante el Fosyga y no ante ella. 




Por último, en relación con el tratamiento integral, la Sala encuentra razonable en este caso concederlo, pues a la paciente se le han demorado en la prestación de los servicios médicos pertinentes en relación con la patología ya mencionada, por lo que resulta acertada dicha orden, con el fin de que sea atendida de manera pronta y sin más dilaciones que pongan en riesgo su salud.
Se confirmará, en consecuencia, el  fallo impugnado. 





En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





R E S U E L V E :

1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida el primero de septiembre último por el JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE PEREIRA, RISARALDA, dentro de la ACCION DE TUTELA promovida por CLAUDIA PATRICIA SALAZAR GRISALES, actuando en nombre propio, en contra de la E.P.S.-S CAPRECOM; actuación a la que fue vinculada la SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA.




2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5o., Decreto 306 de 1992). 





3º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:




Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
  Fernán Camilo Valencia López
� Sentencia T-1089 de 2007.
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